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Lugar Fecha Hora inicio Hora fin 

Madrid 27/09/2016 16:30 h. 19:00 h. 

 

  

Asistentes  

D. Wenceslao Francisco Olea Godoy Presidente  

Dª Carmen Llombart Pérez Vocal 

Dª María Victoria Cinto Lapuente Vocal 

Dª Roser Bach Fabregó Vocal 

D. Vicente Guilarte Gutiérrez Vocal 

D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva Vocal 

Dª María Ángeles Carmona Vergara Vocal 

D. Javier Aguayo Mejía Secretario 

 

 

Acuerdos alcanzados 

 

Uno. - Lectura y aprobación del acta de la reunión celebrada el 12 de 

septiembre de 2016. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión. 

Dos. Expediente Disciplinario nº xxx. Quedar enterada del  acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a xxx 

por la posible comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso como titular 

del Juzgado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión. 

Tres. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a  xxx 

por la posible comisión de una falta muy grave de desatención y otra grave de 

inasistencia injustificada a los actos procesales con audiencia pública o falta grave o 
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leve de desconsideración como Jueza de xxx. Este acuerdo es aprobado por 

unanimidad de todos los miembros de la Comisión. 

Cuatro. Expediente Disciplinario nº xxx.-  Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a  xxx 

por la posible comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso  como 

titular del Juzgado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión. 

Cinco. Expediente Disciplinario nº xxx.-  Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a xxx 

por la posible comisión de una falta muy grave, grave o leve de retraso injustificado 

como titular del Juzgado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de 

todos los miembros de la Comisión. 

Seis. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a  xxx 

por la posible comisión de una falta muy grave,  grave o leve de retraso 

injustificado y reiterado en su actuación como jueza sustituta del Juzgado de xxx. 

Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los miembros de la Comisión. 

Siete. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que incoa expediente disciplinario a xxx 

por la posible comisión de una falta grave o leve de desconsideración como titular 

del Juzgado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión. 

Ocho. Expediente Disciplinario nº xxx.- Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que se declara caducado el expediente 

núm. xxx e incoa nuevo expediente por los mismos hechos a XXX por la posible 

comisión de una falta grave o  muy grave de ignorancia inexcusable en el 

cumplimiento de los deberes judiciales como Juez xxx. Este acuerdo es aprobado 

por unanimidad de todos los miembros de la Comisión. 

Nueve. Expediente Disciplinario nº xxx.-  Quedar enterada del acuerdo del 

Promotor de la Acción Disciplinaria por el que se incoa expediente disciplinario a 

xxx por la posible comisión de una falta muy grave o grave de relevación de hechos 

o datos conocidos en el ejercicio de su función  y  grave o leve de falta de 

consideración como Magistrado de xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad 

de todos los miembros de la Comisión. 
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Diez. Expediente Disciplinario nº xxx.- Imponer a xxx una sanción de 

suspensión de funciones por tiempo de seis meses por la comisión de una falta muy 

grave de desatención del artículo 417.9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial como 

titular del Juzgado de  XXX. Este acuerdo es aprobado por unanimidad de todos los 

miembros de la Comisión. 

Once. Expediente Disciplinario nº xxx.- Imponer a  xxx una sanción de 

suspensión de funciones por tiempo de un año por la comisión de una falta muy 

grave de ignorancia inexcusable del artículo 417.14 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial como titular del Juzgado de  xxx. Este acuerdo es aprobado por unanimidad 

de todos los miembros de la Comisión. 

Doce. Expediente de Queja Jurisdicción Militar nº xxx.- Iniciar Diligencia 

Informativa  de la Jurisdicción Militar a la que corresponde el núm. xxx, a fin que 

por el Consejero Togado Auditor Presidente del xxx y ponente del recurso 

contencioso-disciplinario militar nº xxx, emita informe sobre las razones que 

motivaron el retraso en la resolución del recurso identificado interpuesto por xxx 

ante la xxxx, fecha en su caso de su resolución, así como las razones que 

justifiquen su posposición respecto el recurso contencioso-disciplinario militar nº 

xxx, interpuesto por la misma representación. Este acuerdo es aprobado por 

unanimidad de todos los miembros de la Comisión. 

Trece.  Expediente de Queja Jurisdicción Militar nº xxx.- Archivar la queja 

presentada por xxx,  contra el Juzgado Togado Militar xxx, en la que expone su 

disconformidad con resoluciones dictadas en el sumario xxx, en concreto con la 

denegación de las pruebas propuestas en el referido sumario –decisión denegatoria 

confirmada en queja por el Tribunal Militar xxx-, y considerando tal decisión una 

vulneración del derecho a la defensa, en base a que, desde el punto de vista 

disciplinario, dicha disconformidad con las resoluciones dictadas en el seno del 

procedimiento ha de hacerse valer por la vía de los recursos establecidos en las 

leyes contra las resoluciones judiciales, mientras ello sea posible y, caso de no 

serlo, porque la resolución sea firme, esas decisiones judiciales deben ser acatadas 

en sus propios términos y no por vía disciplinaria. Las atribuciones disciplinarias del 

Consejo General del Poder Judicial han de ser respetuosas con la independencia 

judicial y con la exclusividad con que los Juzgados y Tribunales ejercen la 

jurisdicción ex artículo 117 de la Constitución Española y, por ello, cualquiera que 

sea el alcance que se atribuya a la potestad sancionadora del Consejo General del 
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Poder Judicial, no puede convertirse en instrumento o pretexto para que corrija el 

ejercicio de la potestad jurisdiccional. Su cometido es otro, el que enuncia el art. 

122 de la Constitución, el cual es, además, instrumental: sirve para salvaguardar la 

independencia judicial y no puede emplearse como pretexto para solventar 

diferencias de criterios en la resolución de los conflictos que resuelven las 

resoluciones judiciales. 

Tampoco es cometido propio de esa potestad disciplinaria corregir 

comportamientos o actuaciones que no integren vulneración o incumplimiento de 

deberes impuestos por las leyes, ni podrán los Jueces y Tribunales, órganos de 

gobierno de los mismos o el Consejo General del Poder Judicial dictar 

instrucciones, de carácter general o particular, dirigidas a sus inferiores, sobre la 

aplicación o interpretación del ordenamiento jurídico que lleven a cabo en el 

ejercicio de su función jurisdiccional (art. 12 LOPJ).  

Se señala la próxima reunión de la Comisión Disciplinaria para el día 13 de 

octubre, a las 16:30 horas. 

 

 

Vº Bº Presidente El Secretario 
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En Madrid, a 27 de septiembre de 2016. 


 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, 


integrada por su Presidente, Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea 


Godoy, quien ha actuado como Ponente, y los Vocales Excmos./as. 


Sres./as. D. Vicente Guilarte Gutiérrez, Dª Carmen Llombart Pérez, D. 


Enrique Lucas Murillo de la Cueva, Dª María Victoria Cinto Lapuente, Dª 


Roser Bach i Fabregó y Dª María Ángeles Carmona Vergara, ha visto el 


expediente disciplinario nº xxx, instruido contra el Ilmo. Sr. Magistrado D. 


Xxx como titular del Juzgado de Xxx, como consecuencia de la presunta 


comisión de una falta muy grave de desatención en el ejercicio de las 


competencias judiciales, prevista en el artículo 417.9 de la Ley Orgánica 


6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.  


 


 


ANTECEDENTES 


 


PRIMERO.- A la vista del escrito del Sr. Xxx, de ampliación de una 


anterior queja sustentada en la constatación de nuevos hechos, en el que 


ponía de manifiesto que el magistrado titular del Juzgado de Xxx D. Xxx, 


podía haber realizado actuaciones procesales en el ámbito de las 


Diligencias Previas nº XXX estando en trámite su recusación, el Promotor 


de la Acción Disciplinaria acordó en fecha 21 de abril de 2016 incoar el 


presente expediente disciplinario, por la posible comisión de una falta 


disciplinaria muy grave de desatención.  
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SEGUNDO.- Notificado el citado acuerdo al interesado, se practicaron 


las actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos 


objeto del expediente, declarando al Magistrado expedientado en fecha 22 


de junio de 2016, dictándose a continuación Pliego de Cargos con la 


indicación que los hechos reflejados pudieran constituir una falta muy 


grave de desatención en el ejercicio de los deberes judiciales, establecida 


en el artículo 417.9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; en relación con 


lo preceptuado en los artículos 223 y 225.1 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial y 61 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 


 


El Ministerio Fiscal, informó que la valoración global de la conducta 


atribuida al expedientado, su plena conciencia del deber de abstención 


que le incumbía en el caso concreto, y la afectación evidente del principio 


imparcialidad y del derecho al proceso con todas las garantías debía 


traducirse en la imposición de una sanción disciplinaria de suspensión por 


tiempo de un año, como responsable de una falta disciplinaria muy grave 


prevista en el artículo 417.8 de la LOPJ, de inobservancia del deber de 


abstención . 


 


TERCERO.- El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 11 


de agosto de 2016 propuesta de resolución, en la que reseñó que el 


comportamiento observado por el Ilmo. Sr. Xxx, consistente en resolver 


una actuación procesal en el proceso en el que estaba recusado,  supone 


la comisión de una falta muy grave de desatención tipificada en el art. 


417.9 LOPJ, por la que procede la imposición de una sanción de 


suspensión de funciones por tiempo de seis meses. 
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Por el Ilmo. Sr. Xxx se presentó escrito alegando que los hechos que 


se le imputan no son constitutivos de infracción administrativa alguna, por 


afirmar que la normativa de aplicación no le aparta del proceso en el que 


fue recusado hasta que transcurre el plazo de presentación de alegaciones 


y se remiten por el Letrado de la Administración de Justicia a quien debe 


sustituirle, sin que en ningún caso quepa ser sancionado por una cuestión 


susceptible de discrepancia interpretativa. 


 


CUARTO.- En la tramitación del presente expediente disciplinario se 


han observado las prescripciones legales establecidas. 


 


 


HECHOS PROBADOS 


 


 PRIMERO.- El Magistrado Ilmo. Sr. Xxx es titular del Juzgado de 


Xxx en las fechas a que se contraen los siguientes hechos, destino en el 


que permanece. 


 


 SEGUNDO.- El Ilmo. Sr. Xxx fue instructor de las Diligencias Previas 


nº XXX que se siguen en el órgano judicial de su titularidad. En el seno de 


este proceso penal se produjeron los siguientes escritos y resoluciones 


judiciales:  


 


 1.- Por escrito de 29 de octubre de 2014 la representación del Sr. 


Xxx formuló la recusación del Magistrado Sr. Xxx, invocando concurrir la 


causa de abstención prevista en el artículo 219.10 LOPJ, consistente en el 


"interés directo o indirecto en el pleito", conforme la documentación que 


acompañaba y el fundamento de la misma al sentir de la parte recusante. 
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2.- El Magistrado Sr. Xxx acordó, mediante auto de 3 de noviembre 


de 2014, tener por incoado el incidente de recusación y dar traslado del 


escrito de recusación a las partes para que manifestaran lo que a su 


derecho conviniese en el plazo de tres días, notificándose esta resolución 


a la Fiscalía el día 4 de noviembre de 2014 y a las restantes partes 


procesales el día 5 de noviembre de 2014. El Ministerio Fiscal emitió su 


informe en fecha 11 de noviembre de 2014 y las restantes partes 


presentaron alegaciones en fecha 10 de noviembre de 2014. 


 


3.- El Magistrado Sr. Xxx dictó auto de 17 de noviembre de 2014 en 


el proceso penal en el que había sido recusado, acordando no admitir un 


escrito de ampliación de denuncia que se había presentado el 30 de 


octubre de 2014 y remitirlo al Decanato de los Juzgado de xxx para su 


reparto entre los Juzgados de ese Partido. Este escrito dio lugar a las 


diligencias previas XXX del Juzgado de Xxx, de las que conoció el Sr. Xxx, 


y por las que fue de nuevo recusado. 


 


En esa misma fecha, 17 de noviembre de 2014, el reseñado 


Magistrado emitió informe rechazando la causa de recusación en el ámbito 


de las DP nº XXX, pasando las actuaciones a su sustituto el 27 de 


noviembre de 2014, según fue ordenado mediante Diligencia de esa fecha 


de la Letrado de la Administración de Justicia. 


 


4.- La Audiencia Provincial de XXX estimó el incidente de recusación 


mediante Auto de 10 de marzo de 2015, que, por lo que ahora interesa, 


declara: “Entrando ya en el análisis de la cuestión de fondo, invoca el recusante, como 


causa de recusación, la prevista en el apartado 10° del artículo 219 de la Ley Orgánica 
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del Poder Judicial, consistente en la existencia de "un interés directo o indirecto en el 


pleito o causa". Concretamente, se refiere a la vinculación existente entre las Diligencias 


Previas XXX seguidas en el Juzgado de xxx del que es titular el Magistrado recusado, y 


las Diligencias Previas n° XXX (caso Unión), y n° XXX (caso Stratus), que se tramitan en 


el Juzgado de xxx (antiguo Juzgado de xxx), y la circunstancia de ser su cónyuge, Doña 


Xxx, letrada de D. xxx, imputado en estas últimas diligencias. (…) Sentado lo anterior, 


admitido por el Magistrado recusado el vínculo matrimonial que le une a la Sra. xxx, y no 


cuestionándose tampoco que es dicha Letrada la que asiste al Sr. Xxx en las Diligencias 


Previas XXX, (consta además testimonio del escrito en el que asume su dirección letrada 


y de la resolución que le tiene por designada, en las Diligencias Previas XXX, del Juzgado 


de xxx, de fecha 15 de julio de 2014, al haber sido admitido como prueba en el presente 


incidente), no cabe sino concluir la concurrencia de un interés indirecto del Magistrado 


Instructor en los presentes autos, o lo que es lo mismo, en los términos que usa el TEDH 


en sus sentencias, que concurre una duda razonable sobre la existencia de prejuicios o 


prevenciones en el órgano judicial en atención a las relaciones con una de las partes, o 


mejor dicho, con la letrada de una de las partes, art. 219.2 de la LOPJ, en un proceso 


que puede verse afectado por el resultado del presente, y procede estimar que concurre 


la causa de recusación décima del artículo 219 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el 


Ilmo. Sr. Magistrado mencionado”. 


 


 


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


 


PRIMERO.- Los hechos declarados probados resultan acreditados 


de lo actuado en el procedimiento y no son cuestionados por el Magistrado 


Sr. Xxx que únicamente discrepa de la calificación de tales hechos como 


falta disciplinaria, pues alega que “hasta que no se dé cumplimiento al 


traslado prevenido en la Ley y el Letrado de la Administración de Justicia 


no pasa el pleito o causa al conocimiento del sustituto, el juez recusado 


debe seguir ejerciendo sus funciones jurisdiccionales, sin restricción 


alguna”.  
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SEGUNDO.- La resolución del expediente requiere esclarecer con 


carácter prioritario si el Magistrado Sr. Xxx, al realizar una actuación 


procesal en el proceso en el que estaba recusado, adecuó su actuación 


jurisdiccional de manera distinta a la única que permitía el Ordenamiento 


jurídico.  


 


En dicho orden, el artículo 61 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 


impide al Juez de Instrucción realizar ninguna actuación procesal en el 


proceso en el que ha sido recusado, salvo aquellas urgentes que no 


admitan demora hasta la asunción del proceso por quien deba sustituirle 


(“Durante la sustanciación de la pieza separada no podrá intervenir el 


recusado en la causa ni en el incidente de recusación y será sustituido por 


aquel a quien corresponda con arreglo a la Ley. Si el recusado fuese un 


Juez de instrucción, deberá éste, no obstante, bajo su responsabilidad, 


practicar aquellas diligencias urgentes que no puedan dilatarse mientras 


su sucesor se encargue de continuar la instrucción”), cualidad que 


significativamente no tenía el Auto que acordó el desglose y reparto del 


escrito de ampliación de la denuncia, que en nada se perjudicaba por su 


decisión por quien debía sustituirle al cabo de pocas fechas, conforme 


resplandece igualmente del lapso temporal que discurrió desde que se 


presentó el 30 de octubre de 2014, hasta que se resolvió su separación de 


la causa y nuevo reparto el 17 de noviembre siguiente.  


 


Esta conclusión, a la que se llega de manera directa e 


incontrovertible de la lectura de aquel precepto, no se ve alterada por la 


remisión que el artículo 54 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal efectúa al 
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trámite dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil (“La abstención y la 


recusación se regirán, en cuanto a sus causas, por la Ley Orgánica del 


Poder Judicial, y en cuanto al procedimiento, por lo dispuesto en la Ley de 


Enjuiciamiento Civil”), por cuanto ésta remisión se efectúa en favor del 


“procedimiento” de la recusación, entendido como ordenación del trámite 


de instrucción y resolución del incidente, y no a sus efectos, como es la 


prohibición de intervención del juez en el proceso en el que ha sido 


recusado. Todo esto sin perjuicio que el artículo 109 de la Ley de 


Enjuiciamiento Civil, que de manera reiterada cita el magistrado 


expedientado, igualmente impedía al Juez recusado ninguna otra 


posibilidad que la interdicción de su actuación en el proceso, por cuanto su 


número 4º prevé que “La recusación suspenderá el curso del pleito hasta 


que se decida el incidente de recusación”, sin dejar por tanto alternativa 


alguna al recusado en lo que debía cumplir.  


 


Esta previsión de la Ley de Enjuiciamiento Civil debe ser objeto de 


precisión con lo que establece el artículo 225.4 de la Ley Orgánica del 


Poder Judicial para la jurisdicción penal, eso es, que “La recusación 


suspenderá el curso del pleito hasta que se decida el incidente de 


recusación salvo en el orden jurisdiccional penal, en el que el juez de 


instrucción que legalmente sustituya al recusado continuará con la 


tramitación de la causa”. Previsión que, a su vez, cierra el círculo en el 


mismo punto de inicio, esto es, que el Magistrado Sr. Xxx tenía prohibido 


poder actuar en el proceso en el que había sido recusado, sin que 


dispusiera de facultad para ordenarse de manera distinta a la única que 


permite la Ley en garantía del proceso judicial. 
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Esta visión de la recusación judicial no quedaría ultimada de 


prescindir de la finalidad a que atiende dicho trámite, cual es la de 


asegurar la imparcialidad del juzgador como presupuesto inescindible del 


derecho a la tutela judicial efectiva, y que se resume en las dos siguientes 


reglas “según la primera, el Juez no puede asumir procesalmente 


funciones de parte; por la segunda, el Juez no puede realizar actos ni 


mantener con las partes relaciones jurídicas o conexiones de hecho que 


puedan poner de manifiesto o exteriorizar una previa toma de posición 


anímica a favor o en su contra” (así STC 155/2002 y STEDH de 22 de 


junio de 1989, 25 de noviembre de 1993 y 20 de mayo de 1998). Y esta 


garantía esencial de un Estado de Derecho carecería de efecto de seguir la 


práctica procesal del magistrado titular del presente expediente, relativa a 


su auto-disposición para mantener el curso de las actuaciones hasta que 


no se pronuncie aceptando o rechazando la causa de recusación (incluso 


cuando este pronunciamiento como fue el supuesto fue emitido más allá 


del plazo de 3 días previsto en las normas procesales), contradiciendo la 


única solución que permite el Ordenamiento jurídico para precisamente 


impedir que el juez del que se duda de su imparcialidad sea dueño de la 


decisión de la recusación y de la suerte del proceso. 


 


TERCERO.- La infracción muy grave de desatención se caracteriza 


por la manifiesta e inexcusable falta de atención en el cumplimiento de 


cualquiera de los deberes inherentes al ejercicio de la función 


jurisdiccional, de tal forma que para su concreta apreciación ha de 


incurrirse necesaria e ineludiblemente en la inobservancia de un específico 


deber profesional, que por lo demás ha de reunir los requisitos de 


manifiesta, inexcusable, evidente, palpable y a todas luces demostrativa 
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de que se ha omitido la diligencia mínimamente exigible en la normal y 


generalmente aceptada como debida atención en el despacho y resolución 


de los correspondientes deberes profesionales. En resumen, la 


desatención es una falta muy grave que cometen los Jueces cuando se 


apartan del actuar que de manera precisa y reglada están llamados a 


adoptar en orden el cumplimiento de la función jurisdiccional que les ha 


sido encomendada, pero no cuando haya existido una concreta resolución 


jurisdiccional en la que haya sido realizada una interpretación o aplicación 


jurídica que pueda resultar desacertada a juicio del interesado, incluso de 


manera general conforme los asertos comúnmente aceptados para la 


comunidad científica. 


 


A este respecto, se ha declarado que la función jurisdiccional, como 


actividad excluida de la potestad disciplinaria, abarca lo que es propia de 


ella, esto es, la delimitación de los hechos a los que debe referirse el 


enjuiciamiento, la admisión y valoración de la actividad probatoria y la 


elección de las normas que han de ser aplicadas para resolver el litigio así 


como la interpretación de su alcance, puesto que su revisión o corrección 


sólo es posible a través de los recursos procesales. Conforme este estado 


de cosas, la posibilidad de que el incumplimiento por parte de un Juez o 


Magistrado pueda ser incardinado en la conducta de "desatención", tendrá 


lugar cuando se haya producido una absoluta falta del ejercicio de la 


actuación jurisdiccional que legalmente resulte obligada, o cuando, por un 


desconocimiento o una falta de diligencia abiertamente inexcusables haya 


sido negada una determinada intervención jurisdiccional positiva que 


resulte obligada y haya sido solicitada. Supuesto que nada tiene que ver 


con el que se produce cuando nos encontramos ante una concreta 
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resolución jurisdiccional en la que haya sido realizada una interpretación o 


aplicación jurídica en la que quepa margen de apreciación. En este 


sentido, como recuerda la sentencia del Tribunal Supremo de 5 de marzo 


de 2015 (recurso 246/2014), con cita de la de 15 de diciembre de 2014 


(recurso 239/2014 ), <<La "desatención" contempla solo aquellos 


supuestos en los que pesa sobre el juez un deber inexcusable de actuar 


en un determinado tiempo que es esencial, o de hacerlo de una 


determinada manera que está definida taxativamente; y por ello lo que 


castiga es el hecho objetivo de la pasividad (cuando resulta inexcusable 


una actuación), o el proceder de manera contraria a la legalmente 


establecida (cuando existía la obligación de actuar en un determinado 


sentido, sin reconocerse un margen de apreciación)>>. 


 


Pues bien, los deberes del Juez de Instrucción al que se formula su 


recusación en alguna causa de su competencia se recogen en el artículo 


54 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (en igual sentido el artículo 109.4 


de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 225.4 de la Ley Orgánica del Poder 


Judicial), lo que comporta con carácter prioritario la imposibilidad del 


recusado de poder seguir resolviendo en el proceso hasta la decisión del 


incidente. Esto es, en el caso concreto, la obligación de D. Xxx de no 


resolver sobre la ampliación de denuncia en el proceso en el que estaba 


recusado resultaba reglada y la única posible, lo que significa que le 


estaba prohibido conducirse en la forma que lo hizo, lo que además tuvo 


como efecto pervertir doblemente la garantía a que atiende la recusación, 


al hacer depender de su voluntad el tiempo y los efectos del incidente y, 


por otra parte, provocar el desglose de parte del proceso en el que se 


discutía su imparcialidad, consiguiendo mediante un nuevo reparto volver 
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a conocer de aquella pieza separada, por lo que hubo de ser recusado por 


segunda vez y apartado definitivamente de ella.  


 


Una última precisión es todavía necesaria, pues si se ha dicho que la 


falta muy grave de desatención contempla solo aquellos supuestos en los 


que pesa sobre el juez un deber inexcusable de actuar en un determinado 


tiempo que es esencial, o de hacerlo de una determinada manera que está 


definida taxativamente, con la consecuencia que no se incurre en esta 


falta cuando aparecen dudas razonables acerca del modo más adecuado 


de proceder al cumplimiento de lo que exige la Ley (supuesto a que se 


refiere la Sentencia de 15 de diciembre de 2014, citada), es igualmente 


cierto que la existencia de la cuestión dudosa no se produce con la sola 


discrepancia o disenso de lo que establece la Ley (así Sentencia de 5 de 


marzo de 2015, también citada), como es en el caso la taxativa 


prohibición que establece la Ley de la actuación del juez en el proceso en 


curso de decisión de su recusación. Tampoco, obsta a la taxatividad de lo 


que ordenaba Ley la aportación del extracto de una resolución 


jurisdiccional dictada con anterioridad a la modificación de los apartados 


1, 3 y 4 del artículo 109 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, operada 


mediante Ley 13/2009, pues aquella resolución podría ser coherente con 


el régimen legal hasta entonces imperante en la jurisdicción civil, por el 


que la recusación no detenía el curso del pleito, mas carece de pertinencia 


en la situación temporal que conoció el Sr. Xxx. 


 


CUARTO.- Acreditada la realidad de los hechos imputados, y 


calificada jurídicamente la infracción cometida como una falta muy grave 


del artículo 417.9, resta por determinar la sanción que debe imponerse.  
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A tal fin debe señalarse que, como tiene declarado la jurisprudencia 


contencioso-administrativa, el principio de proporcionalidad de las 


sanciones requiere que la discrecionalidad que se otorga a la 


Administración sancionadora para su concreta aplicación se desarrolle 


ponderando y sopesando correctamente las específicas circunstancias del 


caso en cuestión, a fin de lograr la debida y necesaria adecuación entre 


los hechos imputados y la responsabilidad exigida, de suerte que toda 


sanción debe determinarse en congruencia directa con la entidad de la 


infracción cometida y las particularidades fácticas y objetivas del supuesto 


sancionado. De esta forma, la precisa graduación de la sanción que ha de 


imponerse debe llevarse a cabo, conforme determina el artículo 29 de la 


Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, con 


arreglo a los siguientes criterios: a) El grado de culpabilidad o la existencia 


de intencionalidad. b) La continuidad o persistencia en la conducta 


infractora. c) La naturaleza de los perjuicios causados. d) La reincidencia, 


por la comisión en el término de un año de más de una infracción de la 


misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en 


vía administrativa. Por consiguiente, circunstancias tales como la 


perturbación que la infracción cometida pueda ocasionar en el 


funcionamiento de la Administración de Justicia y su trascendencia y 


repercusión social deben ser tenidas en cuenta a la hora de realizar un 


adecuado juicio de proporcionalidad. En consecuencia, no cabe deducir del 


artículo 25 de la Constitución un derecho fundamental a la 


proporcionalidad abstracta, de modo que si la sanción impuesta está 


expresamente contemplada y no vulnera valores de justicia o de dignidad 


de la persona en términos de grave desproporción y de manifiesto 


desajuste, no puede entenderse quebrantado el principio de 
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proporcionalidad. 


 


Desde las precedentes consideraciones, la resolución disciplinaria 


debe atender tanto la entidad de la falta de diligencia manifestada por el 


Sr. Xxx en el cumplimiento de sus obligaciones como titular de un Juzgado 


de Instrucción, en lo que se refiere a la reglada aplicación del régimen 


legal de actuación que deben observar todos los jueces y magistrados en 


los supuestos de recusación, como la entidad del demérito que con esta 


actuación se produjo en el Poder judicial y a ojos de la partes procesales, 


quienes después de afirmar la parcialidad del Magistrado constataron que 


hizo depender de su decisión el tiempo de resolución del incidente y el 


desglose de una pieza separada del asunto del que fue recusado, que por 


volver de nuevo a su competencia por razón del reparto hizo necesaria la 


promoción de otra segunda recusación. Atendiendo estas circunstancias, 


cabe acoger la propuesta del Promotor de la Acción Disciplinaria, de 


proceder a imponer la sanción de suspensión de funciones por tiempo de 


seis meses, teniendo además en consideración que la duración de la 


indicada sanción de suspensión corresponde con el tiempo medio del 


tramo inferior –de un día a un año de suspensión– previsto por el 


legislador para este tipo de sanciones –hasta un máximo de tres años– en 


el artículo 420.1.d) de la referida Ley Orgánica 


En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de 


general aplicación, la Comisión Disciplinaria de Consejo General del Poder 


Judicial, por unanimidad, 
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ACUERDA 


 


Imponer a D. Xxx, por su actuación como titular del Juzgado de Xxx, 


una sanción de suspensión de funciones por tiempo de seis meses, por la 


comisión de una falta muy grave de desatención, prevista en el artículo 


417.9 de la mencionada Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


Notifíquese esta resolución al interesado y a la Excma. Sra. Fiscal 


General del Estado, advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, 


en su caso, interponer recurso de alzada ante el Pleno del Consejo 


General del Poder Judicial en el plazo de un mes a contar desde el día 


siguiente a la notificación. 


 


 Comuníquese el presente acuerdo al Excmo. Sr. Presidente del 


Tribunal Superior de Justicia de XXX y al Servicio de Personal de este 


Consejo General (Sección de Régimen Jurídico de Jueces), así como a la 


Gerencia del Ministerio de Justicia y a la Mutualidad General Judicial a los 


fines de la ejecución de esta sanción. 


 


 


 


Fdo.: Wenceslao Francisco Olea Godoy 
Presidente de la Comisión Disciplinaria 
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En Madrid, a 27 de septiembre de 2016. 


 


La Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, integrada 


por su Presidente, Excmo. Sr. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy, y los 


Vocales Excmos/as. Sres/as. D. Vicente Guilarte Gutiérrez, Dª Carmen Llombart 


Pérez, D. Enrique Lucas Murillo de la Cueva, Dª María Victoria Cinto Lapuente, Dª 


Roser Bach i Fabregó, y Dª María Ángeles Carmona Vergara, ha visto el expediente 


disciplinario nº xxx, instruido contra. D. Xxx, por su actuación como Juez de Xxx. 


 


 


ANTECEDENTES 


 


PRIMERO.- A la vista del comunicado del Acuerdo de la Comisión 


Permanente de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de la 


Comunidad Autónoma de Xxx de 5 de abril de 2016, que ponía de manifiesto que el 


Juez de Xxx, D. Xxx, estuvo incluido en las listas de candidatos en dos procesos 


electorales, el Promotor de la Acción Disciplinaria acordó, en fecha 3 de mayo de 


2016, incoar el presente expediente disciplinario, por la posible comisión de una falta 


muy grave de ignorancia inexcusable en el cumplimiento de los deberes judiciales.  


 


SEGUNDO.- Notificado el citado acuerdo al interesado, se practicaron las 


actuaciones que se consideraron necesarias para averiguar los hechos objeto del 


expediente, declarando el Sr. Xxx en fecha 18 de mayo de 2016, dictándose a 


continuación Pliego de Cargos con la indicación que los hechos reflejados pudieran 


constituir una falta muy grave de ignorancia inexcusable.  
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Conferido trámite de audiencia al Ministerio Fiscal, informó que la conducta 


atribuida al expedientado concurre en una falta muy grave de ignorancia inexcusable 


en el cumplimiento de los deberes judiciales y debe suponer la imposición de una 


sanción disciplinaria de un año de suspensión. 


 


TERCERO.- El Promotor de la Acción Disciplinaria dictó en fecha 6 de julio de 


2016 propuesta de resolución, en la que reseñó que la participación del Juez de xxx 


en la lista de candidatos a las Elecciones a Cortes Generales del 20 de diciembre de 


2015 y como Procurador de las Cortes de Xxx en la elecciones convocadas por 


Decreto xxx del Presidente de la Junta de Xxx, sin que previamente hubiera obtenido 


la excedencia voluntaria al efecto prevista en la LOPJ por falta de conocimiento de 


su necesidad, constituye una falta muy grave de ignorancia inexcusable en el 


cumplimiento de los deberes judiciales, por la que procede la imposición de una 


sanción de suspensión por tiempo de un año. 


 


CUARTO.- En la tramitación del presente expediente disciplinario se han 


observado las prescripciones legales establecidas. 


 


 


HECHOS PROBADOS 


 


 PRIMERO.- D. Xxx es Juez de Xxx desde el 1 de junio de 2012, cargo que 


mantiene en la actualidad. 


 


 SEGUNDO.-  El Juez de xxx citado concurrió como candidato por el Senado 


en la lista del Partido “Podemos” en las Elecciones a Cortes Generales del 20 de 


diciembre de 2015, y por la misma formación concurrió como candidato en calidad 
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de suplente a Procurador de las Cortes de Xxx en la elecciones convocadas por 


Decreto xxx del Presidente de la Junta de Xxx, sin que hubiera solicitado, ni por 


tanto obtenido, la previa declaración de excedencia voluntaria.   


 


  


FUNDAMENTOS DE DERECHO 


 


 PRIMERO.- Los hechos relatados no son discutidos por D. Xxx, que, en su 


declaración, reconoció que creía que lo que le estaba prohibido durante su mandato 


como Juez de Xxx era estar afiliado a partidos políticos y a sindicatos, y no su 


participación como candidato en procesos electorales, por lo que no solicitó la 


excedencia voluntaria, cuya necesidad igualmente desconocía. 


 


 Establecido esto, el artículo del Reglamento nº 3/2014, de 7 de junio, de los 


Jueces de Paz, establece que “1. Durante su mandato los Jueces de Paz estarán 


sujetos al régimen de incompatibilidades y prohibiciones reguladas en los artículos 


389 a 397 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en lo que les sea aplicable”. El 


cargo de Juez de Paz únicamente puede recaer en quien reúna las condiciones 


necesarias para el ingreso en la Carrera Judicial, y está sujeto a la prohibición de 


tomar en las elecciones legislativas más parte que la de emitir su voto personal, 


conforme se desprende del art. 395, 2º de la Ley Orgánica 671085, del Poder 


Judicial 


 


 Establecido esto, para que los miembros de la Carrera Judicial, y en igual 


extensión los Jueces de Paz, puedan presentarse como candidatos a un proceso 


electoral deben obtener la declaración de la situación administrativa de excedencia 


voluntaria prevista en el art. 356 LOPJ, cuyo tener es el siguiente: “Procederá 
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declarar en la situación de excedencia voluntaria, a petición del Juez o Magistrado, 


en los siguientes casos: … f) Cuando se presente como candidato en elecciones 


para acceder a cargos públicos representativos en el Parlamento Europeo, 


Congreso de los Diputados, Senado, Asambleas legislativas de las Comunidades 


Autónomas o Corporaciones locales. De no resultar elegido, deberá optar, 


comunicándolo así al Consejo General del Poder Judicial, en el plazo de treinta días, 


por continuar en la situación de excedencia voluntaria o por reingresar en el servicio 


activo”. 


 


Así, es imperativo del estatuto de jueces y magistrados que para que un 


miembro de la Carrera Judicial, o un Juez de Paz, pueda firmar la declaración de 


aceptación de una candidatura electoral y de las condiciones de su elegibilidad, esto 


es que pueda presentarse como candidato sin incurrir en la prohibición establecida 


en el nº 2º del art. 395 LOPJ, deba previamente haber obtenido la declaración de su 


excedencia voluntaria, incumpliendo en otro supuesto el deber-función de 


abstenerse de incurrir en situaciones de prohibición o de incompatibilidad, inherente 


a la relación de sujeción especial que mantiene con el Poder Judicial.  


 


SEGUNDO.- Establecido esto, como se expuso más arriba, no es aquí 


cuestionado que D. Xxx firmó su inclusión en una lista para la participación como 


candidato suplente para las Elecciones a las Cortes de Xxx que tuvieron lugar el 24 


de mayo de 2015, y como candidato para el Senado en las Elecciones a Cortes 


Generales del 20 de diciembre de 2015, estando nombrado y ejerciendo como Juez 


de Xxx, sin que solicitara la excedencia voluntaria por afirmar que desconocía su 


necesidad. Firma que, a tenor del art. 46.2 LOREG, comprende no solo la 


declaración de aceptación de la candidatura, sino también “…los documentos 


acreditativos de sus condiciones de elegibilidad”. 
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Tampoco que, a pesar de residir su conocimiento de derecho orgánico judicial 


en la lectura que manifestó creer efectuó hacía cuatro años del Reglamento de los 


Jueces de Paz, no analizó en la ocasión por sí la normativa de aplicación, ni efectuó 


consulta a la Sala de Gobierno que le nombró o a la Administración electoral. 


 


 Como, establecido lo anterior, para la calificación de aquella conducta como 


incursa o no en falta consistente en la ignorancia inexcusable en el cumplimiento de 


los deberes judiciales, prevista como muy grave en el artículo 417.14 de la LOPJ, 


procede sentar que no compete al Consejo General del Poder Judicial velar la mayor 


o menor corrección de las apreciaciones probatorias, ni la interpretación del 


Ordenamiento Jurídico efectuadas por jueces y magistrados en ejercicio de la 


función jurisdiccional que les encomienda la Constitución, en cuanto que la actividad 


jurisdiccional, referida al ámbito de la potestad de juzgar y de ejecutar lo juzgado, 


corresponde con carácter exclusivo a Jueces y Tribunales, como, por el contrario, si 


la acción que motivó la incoación del presente expediente alude o no a un 


desconocimiento ilógico, irracional, arbitrario y disparatado de las normas que 


regulan las funciones judiciales, lo que, como ha puesto de relieve la jurisprudencia 


de la Sala Tercera del Tribunal Supremo –entre otras, sentencias de la Sección 7ª 


de 13 de noviembre de 2007 y 18 de diciembre de 2008, y de la Sección 8ª de 25 de 


febrero de 2009-, no debe confundirse con cuestiones tales como el desacierto de la 


correspondiente resolución judicial, la equivocación en la selección de la respectiva 


norma en cada caso aplicable ni el error judicial. Doctrina reiterada recientemente en 


Sentencia de 5 de marzo de 2015 de la Sección 1ª de ese Tribunal (recurso número 


246/2014), recaída precisamente con relación la “ignorancia inexcusable” cometida 


por un Juez de Paz en el cumplimiento de sus funciones. 
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El Juez de Paz alegó que incurrió en la falta disciplinaria por simple 


negligencia, al afirmar que desconocía la prohibición de participación como 


candidato en los procesos electorales. En este aspecto, cabe reseñar, 


parafraseando la Sentencia de 12 de mayo de 2009 TS3ª (recurso número 


165/2007) dictada en un supuesto similar, que “…la insuficiencia de la oposición 


reseñada resulta clara. Basta con acudir a los Principios Generales del Derecho y 


singularmente al que establece que la ignorancia de las leyes, no excusa de su 


cumplimiento, plasmado en el art. 6º.1 del Código Civil, para que deba rechazarse la 


alegación de ignorancia sobre…” una prohibición que antes que legal es un 


inequívoco imperativo de derecho natural, al punto que concurrió como candidato en 


las Elecciones a Cortes Generales y a la vez como garante de los sobres electorales 


en cumplimiento de las funciones que le corresponde como integrante de dicho 


Poder, a pesar de resplandecer con toda evidencia que se trataba de unas 


situaciones que no le estaba permitida compatibilizar. Como, continuando 


parafraseando la Sentencia citada, que “…Debe decirse, en conclusión sobre este 


punto del litigio, que es notorio que forma parte del contenido cultural mínimo 


atribuible a cualquier persona con calidad y capacidad para ser designado Juez de 


Paz, y aunque carezca del Título de Licenciado en derecho, la idea de que en la 


propia expresión Juez, está ínsito que el que ocupa ese cargo…” ha de permanecer 


ajeno al debate político activo y al ejercicio del sufragio pasivo en los procesos 


electorales.  


 


En definitiva, esta ignorancia, en grado de irrazonabilidad, queda patentizada 


en quien no es capaz de reconocer la prohibición de orden natural de concurrir quien 


desempeña funciones jurisdiccionales en un proceso electoral, y omite todo grado de 


diligencia para comprobar los deberes y funciones judiciales que, a tenor de su 


relación de sujeción con el Poder Judicial, en el presente caso le eran exigibles. Por 
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el contrario, la conducta del Juez supone un grave quebranto al principio de 


independencia que inspira la función jurisdiccional y a la confianza que en un estado 


de Derecho ha de inspirar la función jurisdiccional a la Sociedad.  


 


TERCERO.-  Acreditada la realidad de los hechos imputados, y calificados 


jurídicamente las infracciones cometidas como una falta muy grave del artículo 


417.14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, resta por determinar la sanción que 


debe imponerse.  


 


A tal fin debe señalarse que, como tiene declarado la jurisprudencia 


contencioso-administrativa, el principio de proporcionalidad de las sanciones 


requiere que la discrecionalidad que se otorga a la Administración sancionadora 


para su concreta aplicación se desarrolle ponderando y sopesando correctamente 


las específicas circunstancias del caso en cuestión, a fin de lograr la debida y 


necesaria adecuación entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, de 


suerte que toda sanción debe determinarse en congruencia directa con la entidad de 


la infracción cometida y las particularidades fácticas y objetivas del supuesto 


sancionado. 


 


Desde las precedentes consideraciones, la entidad de la culpabilidad del 


expedientado no se refiere a la falta de formación previa al ejercicio de la función 


jurisdiccional como Juez de Paz, como a notoriedad del grado de la falta de 


diligencia manifestada en el cumplimiento de sus obligaciones como titular de un 


Juzgado de Paz y prestigio con el que el Poder Judicial debe aparecer ante la 


Sociedad en un Estado Social y Democrático de Derecho. Atendiendo estas 


circunstancias y el carácter repetitivo de su actuación, al venir referida a la 


presentación de su candidatura en dos distintos procesos electorales, cabe acoger la 
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propuesta del Instructor Delegado, de imponer la sanción de suspensión por tiempo 


de un año, prevista en el artículo 420.1,d) de la LOPJ. 


 


 En atención a lo expuesto, y vistos los preceptos citados y demás de general 


aplicación, la Comisión Disciplinaria, en su reunión del día de la fecha, y por 


unanimidad, 


 


ACUERDA 


 


Imponer a D. Xxx la sanción de suspensión de funciones por tiempo de un 


año, por su actuación como Juez de Xxx, como responsable de una falta muy grave 


de ignorancia inexcusable en el cumplimiento de los deberes judiciales, prevista  en 


el art. 417.14 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


Notifícar este acuerdo al interesado y al Excmo. Sr. Fiscal General del 


Estado, advirtiéndose que contra el presente acuerdo podrán, en su caso, interponer 


recurso de alzada ante el Pleno del Consejo General del Poder Judicial en el plazo 


de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación. 


 


Comunicar el presente acuerdo al Excmo. Sr. Presidente del Tribunal 


Superior de Justicia de Xxx y al Promotor de la Acción Disciplinaria. 


 


Remitir nota al Servicio de Personal Judicial de este Consejo General del 


Poder Judicial. 


 


 





